JURISPRUDENCIA

Contrato de trabajo. Solidaridad. Tercerización. Actividad de call center. Extensión de la responsabilidad solidaria a la petrolera. Tareas forman parte de la actividad normal de la compañía. Despido en el período de embarazo. Solicitud indemnización especial y multas art. 80. Diano Sandra Edith c/Petrobras Energía S.A., C.N.A.T., Sala X, 30/12/10.

El Dr. Gregorio Corach, dijo:

Llegan las presentes actuaciones a conocimiento de esta alzada a propósito de los recursos que contra la sentencia de fs. 319/323, interpuso la codemandada Petrobras Energía S.A. a fs. 327/331 y la codemandada Actionline de Argentina S.A. a fs. 337/339 vta..

Petrobras Energía S.A. centra sus agravios en la condena solidaria dispuesta en los términos del art. 30, L.C.T. y cuestiona la obligación de hacer entrega de los certificados previstos en el art. 80 de la LCT y el pago de la multa respectiva. Objeta la condena con fundamento en el art. 2 de la Ley 25.323 y la regulación de honorarios de la representación letrada de la actora y perito contador por considerarlos elevados.

Por su parte, la codemandada Actionline de Argentina S.A. recurre la condena prevista en el art. 30 L.C.T. y el pago de la multa prevista en el art. 45 de la Ley 25.345. A su vez, apela la admisión de la indemnización agravada por el art. 178, L.C.T. como así la de la prevista en el art. 2 de la Ley 25.323. Finalmente, discute la imposición de costas y solicita la reducción de los honorarios regulados a favor del letrado de la actora.

Trataré en forma conjunta los agravios comunes a ambas codemandadas.

Petrobras Energía S.A. manifiesta que, según su postura, las tareas de call center que desarrollaba la actora para la codemandada Actionline S.A., no tiene ningún tipo de conexión ni se encuentra vinculada con las actividades desarrolladas por ella. En este sentido, sostiene que Actionline S.A. es una empresa dedicada al “telemarketing” y que la relación laboral que mantuvo con Diano le fue totalmente ajena, siendo la codemandada una auténtica empresa conf. art. 5, L.C.T. Hace hincapié en que, a su entender, la actividad de Actionline S.A. jamás integró la actividad propia y específica de Petrobras Energía S.A., por lo que solicita se revoque el decisorio y se libere de responsabilidad a su parte.

Previo a resolver la cuestión, he de señalar que encuentro justo el criterio amplio que extiende la solidaridad en los casos de actividades que se hallan integradas en forma permanente al establecimiento, sean estas la principal prestación del mismo o no.

Ahora bien, en cuanto a los argumentos vertidos por las recurrentes respecto a que el objeto social de Petrobras Energía S.A. no incluye la actividad de “telemarketing”, debo señalar que por actividad normal no solo debe entenderse aquella que atañe directamente al objeto o fin perseguido por la demandada (como sostiene la accionada), sino también aquellas otras que resultan coadyuvantes y necesarias, de manera que aun cuando fueran secundarias, son imprescindibles e integran normalmente –con carácter principal o auxiliar– la actividad, debiendo excluirse solamente las actividades extraordinarias o eventuales.

En ese orden de ideas, resulta relevante señalar que la actividad principal de Petrobras es la “extracción, exploración, refinamiento y comercialización de todo tipo de combustibles e hidrocarburos” y, por lo tanto, no encuentro fundamento alguno para eximir de responsabilidad a dicha codemandada desde que las tareas de telemarketer que desarrollada Diano en las instalaciones de Petrobras, quien asistía en forma telefónica a sus clientes, levantaba sus pedidos de nafta o gasoil –Fonogas– (ver testimonial de Molina, f. 154) hacen a la actividad normal y especifica propia de aquella. Es que las mismas resultan necesarias pues complementan o completan su actividad normal. No puede pensarse en la distribución de la energía a los usuarios del servicio sin la adecuada asistencia técnica.

Estamos, indudablemente, en presencia de una delegación de trabajos de Petrobras Energía S.A a favor de otra empresa que los lleva a cabo, toda vez que las tareas de “telemarketing”, es decir, comercialización cumplidas por la accionante fueron una actividad integrada en forma habitual y permanente, tal como tácitamente lo reconoce Petrobras en su escrito recursivo por lo que la responsabilidad de esta en los términos del art. 30, L.C.T. resulta indiscutible.

Por todo expuesto, considero que la sentencia en este aspecto, debería confirmarse.

En cuanto al segmento del recurso que discute la procedencia de las indemnizaciones derivadas del despido indirecto en que se colocó la actora como así la especial contemplada en el art. 178 de la L.C.T., advierto que las manifestaciones vertidas por la recurrente no resultan hábiles para revertir la solución arribada en la sede de origen (art. 116, L.O.).

En efecto, el Sr. juez “a quo” determinó que correspondia analizar el intercambio telegráfico mantenido por las partes a partir de la comunicación de la actora de fecha 27/7/06 por cuanto llega firme a esta alzada que las piezas postales remitidas por Actionline a la actora fueron devueltas sin diligenciar (v. fs. 56/59) sin que aquélla acreditara los argumentos de descargo formulados oportunamiente. Por lo tanto, corresponde sin más desestimar este segmento del recurso y confirmar lo decidido en grado en cuanto tuvo por rescindido el vínculo laboral sin causa a tenor de la pieza postal del 27/7/06 recibida por la actora el 31/7/06.

Sentado ello, destaco que la Sra. Diano comunicó fehacientemente su estado de embarazo mediante el T.C.L. del 24/7/06 (ver fs. 234, es decir con antelación al despido directo dispuesto) situación que fue corroborada mediante el informe de Osecac obrante a fs. 250/252 suscripto por el Dr. Francisco Vega y el Dr. Enzo Zanier. Ello sella sin más la suerte adversa de este tramo de la queja.

Critican también las codemandadas la sentencia en lo concerniente a la multa prevista en el art. 2 de la Ley 25.323. No asiste razón a las apelantes en la medida en que conforme lo establece la normativa en cuestión, la actora requirió a sus empleadoras el pago de la liquidación final conforme Ley de Contrato de Trabajo y Ley Nacional de Empleo, todo ello bajo apercibimiento de iniciar acciones legales, como surge de los telegramas de fs. 239 y 240 cumpliendo de tal modo con los requisitos que exige la norma para que resulte viable la indemnización que establece la ya indicada normativa.

Respecto a la entrega de certificados de trabajos y aportes previstos en el art. 80 de la L.C.T., entiendo que tampoco le asiste razón a la recurrente. Digo así toda vez que, por aplicación del art. 30 de la L.C.T., la codemandada será solidariamente responsable de las obligaciones contraídas con la trabajadora y la seguridad social, entre las que se encuentra las que establece el art. 80 de la L.C.T.. En consecuencia, corresponde confirmar también la condena en lo que hace a la entrega de los certificados.

Por idéntico fundamento cabe confirmar la decisión del fallo de origen que admiti6 las sumas reclamadas con base a lo normado por el art. 45 de la Ley 25.345.

Ello es así ya que se encuentran cumplidos en autos las exigencias determinadas por el Dto. 146/01 en su art. 3, toda vez que la trabajadora requiri6 en forma fehaciente el certificado at que alude la norma reglamentada a tenor de los T.C.L. fechados el 4 de setiembre de 2006 (fs. 239 y 240), sin que las demandadas hayan acompañado la documentación requerida ni dentro del plazo otorgado ni posteriormente en el curso del proceso.

En lo atinente a la imposici6n de costas, no observo elemento valido alguno que permita apartarse del principio general consagrado por el art. 68 del C.P.C.C.N. el que establece que deben ser soportadas por la vencida, por lo que cabe confirmar el punto.

En cuanto a los honorarios regulados a favor de la representación letrada de la actora como así los del perito contador, teniendo en cuenta el mérito y labor desarrollada y las pautas arancelarias vigentes, considero que no resultan elevados por to que propicio su confirmación (art. 38, L.O.).

Las costas de alzada sugiero imponerlas a cargo de las demandadas por resultar vencidas (conf. art. 68 primer párrafo, CPCCN), y regular los honorarios de la representación letrada de la actora, codemandada Petrobras Energía S.A. y codemandada Actionline de Argentina S.A., por las tareas cumplidas en esta instancia, en el veinticinco por ciento (25%), para cada una de ellas, de lo que le corresponda percibir por los trabajos realizados en la instancia anterior (art. 38, L.O.).

Por todo lo expuesto, de compartir mi voto, correspondería: 1. Confirmar la sentencia apelada en todo lo que fue materia de recurso y agravios; 2. Regular los honorarios de la representación letrada y patrocinio de la actora, codemandada Petrobras Energía S.A. y codemandada Actionline de Argentina S.A., por las tareas cumplidas en esta instancia, en el veinticinco por ciento (25%), para cada una de ellas, de lo que les corresponda por su actuación en la instancia anterior (art. 38, L.O.).

El Dr. Daniel E. Stortini dijo:

Por compartir los fundamentos del voto precedente, adhiero al mismo.

Por lo que resulta del acuerdo que antecede,

EL TRIBUNAL
RESUELVE:

1. Confirmar la sentencia apelada en todo lo que fue materia de recurso y agravios. 2. Regular los honorarios de la representación letrada y patrocinio de la actora, codemandada Petrobras Energía S.A. y codemandada Actionline de Argentina S.A., por las tareas cumplidas en esta instancia, en el veinticinco por ciento (25%), para cada una de ellas, de lo que les corresponda por su actuación en la instancia anterior (art. 38 L.O.).

Se deja constancia que se encuentra vacante la tercera vocalia (art. 109. R.J.N.).

Cópiese, regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.

